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En 2024, las expulsiones y can-
celaciones de matrícula en los
colegios alcanzaron un récord

histórico de 2.458 casos, según datos
de la Superintendencia de Educa-
ción. Una tendencia que se disparó
tras la pandemia: mientras en 2019,
antes de la crisis sanitaria, el total de
estas sanciones sumó 692, en 2023
la cifra ya había escalado a 1.761(ver
infografía). 

¿Qué hay detrás del fenómeno?
Si bien la pandemia es una causa
evidente por los efectos que provo-
có en los estudiantes, entre ellos an-
siedad, depresión y falta de desarro-
llo de habilidades sociales; expertos
exponen otros factores que estarían
influyendo en problemas de con-
ductas más graves y actos de violen-
cia que derivan en una expulsión. 

A nivel estructural, si bien desde
el Mineduc han destacado que el Sis-
tema de Admisión Escolar (SAE)
promueve la equidad, ya que los co-
legios financiados por el Estado no
pueden seleccionar a sus estudian-
tes, para María Paz Arzola, investi-
gadora del centro de estudios Liber-
tad y Desarrollo, ese mecanismo no
incentiva a que las familias se identi-
fiquen con el proyecto educativo de
cada escuela, lo que generaría menor
compromiso con las normas.

“El resultado de ello ha sido un
manejo más dificultoso del aula, fa-
milias menos comprometidas y una
mayor ocurrencia de conflictos que,
a la luz de estos datos, podrían estar
también dando pie a la aplicación de
más sanciones”, señala.

Cristián O’Ryan, exsuperinten-
dente de Educación y actual vicepre-
sidente ejecutivo de los colegios je-
suitas, coincide: “Es muy importan-
te que las familias busquen un pro-
yecto educat ivo que les haga
sentido, pero hoy tenemos un siste-
ma de admisión que atenta contra
eso. Cuando tienes familias que ad-
hieren a tu proyecto, es mucho más
fácil poder avanzar con ellas en la
formación conjunta de los hijos. A
veces, los padres se desentienden”.

Otra hipótesis, suma Jorge Varela,
director del Laboratorio de Convi-
vencia UDD, “podría ser la aplica-
ción de la Ley Aula Segura para ca-
sos de actos violentos, por ejemplo,
porte de armas o agresiones más
graves, donde se facilitan los proce-

sos de cancelación de matrícula”.
Una crisis de autoridad generali-

zada también sería un factor que in-
fluye. En esa línea, Varela plantea
que tras “el estallido social podemos
hablar de una crisis de autoridad no
solo en el colegio, sino en el mundo
adulto”. “Es probable que la crisis de
autoridad sea la causa de fondo del
problema. Se ha ido perdiendo res-
peto a la autoridad y los profesores
lo resienten”, sostiene Arzola.

El profesor Manuel Puebla lo
confirma: “Muchas familias perdie-

ron ciertos límites en la casa, la au-
toridad, y fueron entregando esa
responsabilidad al colegio”. O’R-
yan también lo observa. “Hay poco
respeto a la autoridad y a las nor-
mas. Y también hay un componente
de los padres que, en general, no
apoyan la autoridad dentro de la sa-
la de clases, y los estudiantes lo no-
tan”, dice.

Manuel Urrutia, director del Insti-
tuto Politécnico María Auxiliadora,
de Puerto Montt, suma otro elemen-
to: las redes sociales. “Hemos visto

que se han transformado en una he-
rramienta para ejercer la violencia,
sobre todo a nivel psicológico, y eso
detona situaciones de desregulación
emocional y conductual que son
mucho más marcadas”, plantea. 

Asimismo, habría falta de capaci-
tación docente y de recursos para
abordar problemas de convivencia
mayores. “Los colegios no tienen el
capital humano para poder abordar
los 40 universos que hay dentro de
una sala de clases”, advierte Puebla
y agrega que eso “agota, desgasta,

porque no eres solo docente, tam-
bién eres contenedor, mediador, psi-
cólogo y abogado sin título”. 

Cómo abordarlo

“Expulsar a un alumno no resuel-
ve el problema, simplemente, se lo
traslado a otra persona”, plantea Va-
rela. Por lo mismo, expertos coinci-
den en que es necesario fortalecer
ámbitos como el desarrollo socioe-
mocional, el involucramiento de las
familias y la prevención. 

“Hay factores que permiten una
detección temprana de comporta-
mientos disruptivos en el aula, para
los que debieran existir determina-
dos protocolos y acompañamientos
que no existen en todas las escuelas y
que no han sido relevados por parte
de los gobiernos”, dice Claudio
Allende, investigador del Centro de
Investigación Avanzada en Educa-
ción, de la U. de Chile. 

Sebastián Ortiz, académico de la
U. de Playa Ancha, suma que es ne-
cesaria “una disciplina que busque
el diálogo y la toma de acuerdo co-
lectivos, así como procesos de con-
tención y mediación”. 

Para O’Ryan, en tanto, un foco cla-
ve es que exista un lineamiento des-
de la política pública respecto a vol-
ver a respetar la autoridad: “Hoy es-
tá avanzando la ley de convivencia,
que va por el camino equivocado,
porque no necesitamos más normas,
necesitamos políticas que tengan
que ver con avanzar en el respeto, en
los derechos y deberes mutuos”.

El número de alumnos destituidos subió de 743 en 2016 a 2.458 en 2024

Expulsiones escolares se disparan en ocho
años: ¿qué hay detrás del fenómeno?

MARÍA FLORENCIA POLANCO

n Además de un efecto
pospandémico, expertos apuntan
a la crisis de autoridad, un menor
compromiso de las familias y a
las redes sociales como aspectos
clave. 

Los alumnos de
enseñanza
media son los
más afectados
con dejar el
colegio ya sea de
forma inmediata
o a fin de año.
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‘‘Es probable que la crisis de
autoridad sea la causa de fondo del
problema. Se ha ido perdiendo respeto
a la autoridad y los profesores lo
resienten”.
...................................................................................................

MARÍA PAZ ARZOLA, INVESTIGADORA LIBERTAD Y DESARROLLO

‘‘Las redes sociales se han
transformado en una herramienta para
ejercer la violencia, sobre todo a nivel
psicológico, y eso detona situaciones
conductuales mucho más marcadas”.
..............................................................................................................

MANUEL URRUTIA, 
DIRECTOR INSTITUTO POLITÉCNICO MARÍA AUXILIADORA

‘‘Es muy importante que las
familias busquen un proyecto
educativo que les haga sentido,
pero hoy tenemos un sistema de
admisión que atenta contra eso”.
.....................................................................................

CRISTIÁN O’RYAN, EXSUPERINTENDENTE DE EDUCACIÓN

OPINIÓN

Últimamente vuelve a producirse un
clima de acuerdos político-técnicos en
materias educacionales. Es un cambio
importante. En vez del ambiente crispado,
lleno de controversias y sin soluciones a la
vista, aparecen ahora una serie de iniciati-
vas que cuentan con respaldo transversal. 

Así, por ejemplo, a las voces que venían
reclamando correcciones y mejoras al Siste-
ma de Admisión Escolar (SAE), se agregó en
días recientes el Informe de Recomendacio-
nes consensuado por una Mesa Técnica
convocada por el Ministerio de Educación.
Este propone un conjunto de medidas para
garantizar que el sistema funcione más acor-
de con las expectativas de la gente que, al
momento, desconfían de su funcionamiento.

En efecto, según un estudio de la Uni-
versidad de Chile (CIAE) de marzo pasado,
predominan “actitudes negativas hacia el
SAE, asociadas con desconfianza, desem-
poderamiento y un sentimiento de descua-
lificación”. Es considerado poco transpa-
rente. Muchos padres tienen una sensación
de pérdida de control sobre un aspecto tan
vital como la educación de sus hijos. Y, si
bien se valora su carácter tecnológico, es
percibido como un sistema frío e imperso-
nal insensible a las necesidades particulares
de cada familia/niño.

Para un sector importante de la sociedad
que aspira a una educación de excelencia
para sus hijos, el mayor reproche al nuevo
sistema es que desconoce el esfuerzo meri-
torio de sus hijos y anula la principal vía de
movilidad social hacia los rangos superio-
res de la sociedad.

La Mesa Técnica aborda este tema y
otras fallas del SAE, cosa que hasta hace
poco era considerada un tabú. Esto, a su
vez, provocaba una reacción extrema en
sentido contrario: la abolición del SAE. En
cambio, ¿qué plantea el comité técnico?

Por lo pronto, reconoce que este sistema
puede avanzar hacia su consolidación a
condición de que se implementen las nece-
sarias modificaciones.

Ante todo, propone fortalecer los esta-
blecimientos de alta exigencia académica,
permitiéndoles —a lo largo de país—
seleccionar a partir de séptimo básico a un
porcentaje de sus alumnos sobre la base
del rendimiento académico previo. Esto
reintroduce el principio del mérito (esfuer-
zo), devolviéndole a la educación su lugar
como un agente de esperanza en la socie-
dad. De cara a la materialización de este
principio, convendría profundizar el con-
senso logrado por la mesa técnica, restitu-
yendo el esfuerzo como un elemento axial
del campo educacional.

Otros elementos valiosos propuestos son
fortalecer los proyectos educativos y de
convivencia de cada colegio; expandir la
información y el conocimiento entre fami-
lias y escuelas personalizando la relación
entre ellas; flexibilizar las reglas del SAE
para atender casos excepcionales frente a
los cuales el algoritmo es insensible. Y, en
general, mejorar la usabilidad y la legitimi-
dad del sistema en sintonía con las comu-
nidades y no solamente como un dispositi-
vo técnico de racionalización de las opcio-
nes de estudio.

Un segundo frente donde puede obser-
varse una emergente voluntad de revisión

y mejora es el de los SLEP, cuyas fallas de
diseño e implementación son a esta altura
evidentes. Un grupo plural de trabajo
convocado por el Centro de Estudios Pú-
blicos dio a conocer, a fines del año pasa-
do, una propuesta para fortalecer la arqui-
tectura y gobernanza de la Nueva Educa-
ción Pública (NEP). De entrada, descarta
una vuelta atrás a la administración muni-
cipal de la educación. En vez de una con-
trarreforma, identifica falencias en el dise-
ño e implementación de la NEP y propone
medidas para su mejoramiento. En parti-
cular, advierte dificultades en la articula-
ción con las instancias de aseguramiento
de la calidad, la gestión de personas y
dotaciones de los SLEP, y en su gestión
administrativa y financiera.

A fin de superar estas deficiencias sugie-
re medidas para favorecer la gobernanza
de la NEP, retener talentos evitando su
politización, reforzar los liderazgos direc-
tivos a nivel de establecimientos, ampliar
el trabajo en red, reducir la excesiva cen-
tralización y burocratización y dotar a los
SLEP de una gestión más eficaz y a los
colegios de mayor autonomía para mane-
jar sus recursos.

Habría otros ejemplos adicionales del
clima de acuerdos político-técnicos y de
cooperación entre actores estatales y pri-
vados en el ámbito de la educación. Ha ido
abriéndose paso la idea de que el ciclo de
cambios estructurales, búsqueda de nue-
vos paradigmas y grandes reformas insti-
tucionales —que predominó en la década
pasada y hasta los debates constitucionales
al comienzo de la presente década— debe
dar paso ahora a una estrategia sostenida

de mejoras en los procesos de enseñanza a
nivel de escuelas y salas de clase.

Esta estrategia buscaría consolidar el
sistema mixto consagrado en nuestra legis-
lación y corregir deficiencias de diseño e
implementación de algunas reformas del
anterior ciclo, tal como ocurre con el SAE y
los SLEP. Y avanzar con energía hacia el
nuevo ciclo. No significa ninguna clase de
conformismo con el actual rendimiento del
sistema, ni menos bajar sus exigencias. Al
contrario, la estrategia debería elevar las
aspiraciones y metas en temas de forma-
ción de docentes y calidad de las oportuni-
dades de aprendizaje ofrecidas, especial-
mente en las áreas de comprensión lectora,
razonamiento matemático y científico, ética
de la responsabilidad y la convivencia.

Todos los esfuerzos deberían orientarse
a fortalecer la educación provista por
municipios, servicios locales y colegios
privados subvencionados de todo tipo. El
mejoramiento de esta educación —que es
supervisada, regulada, evaluada y finan-
ciada por el Estado— debe ser la prioridad
absoluta de las políticas y de los actores
del sistema.

Significaría trasladar el foco de esos
esfuerzos al interior de los colegios y las
salas de clase, preocuparse seriamente por
la profesión docente y restaurar un clima
de autoridad, seguridad y convivencia que
estimule los aprendizajes. Supone robuste-
cer la autonomía de los establecimientos y
la diversidad de sus proyectos educaciona-
les, junto con apoyar las funciones directi-
vas, alivianar la presión burocrática, resta-
blecer las confianzas e incrementar la
cercanía con las familias y comunidades.

Cabe esperar que las candidaturas que
próximamente disputarán la conducción
del gobierno se comprometan —cada uno
en su propio lenguaje y según su visión
del país— a impulsar este nuevo ciclo de
políticas educacionales basado en acuerdos
y la colaboración entre el Estado y la socie-
dad civil.

¿Nuevo ciclo de políticas educacionales?

JOSÉ JOAQUÍN BRUNNER

n Ha ido abriéndose paso la idea de que el ciclo de cambios estructurales, búsqueda de
nuevos paradigmas y grandes reformas institucionales —que predominó en la década pasada

y hasta los debates constitucionales al comienzo de la presente década— debe dar paso a
una estrategia sostenida de mejoras en los procesos de enseñanza a nivel de escuelas y aulas.

Todos los esfuerzos
deberían orientarse a

fortalecer la educación
provista por munici-

pios, servicios locales y
colegios privados

subvencionados de
todo tipo. El mejora-

miento de esta educa-
ción —que es supervi-
sada, regulada, evalua-
da y financiada por el
Estado— debe ser la
prioridad absoluta de
las políticas y de los
actores del sistema.
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